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En la Villa de Madrid, a diecisiete de noviembre de dos mil cinco.

La Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, compuesta por el Presidente y Magistrados antes expresados, ha pronunciado la siguiente
SENTENCIA en el recurso registrado con el número 741/2000 y seguido por el procedimiento ORDINARIO,
en el que se impugna la desestimación presunta por el Ayuntamiento Nuevo Baztán de la solicitud
formulada por la entidad urbanística de conservación Eurovillas, en fecha 14 de diciembre de 1.998, por la
que reclamaba al Ayuntamiento el pago de la cantidad de 21.794.143 pesetas en concepto de pago de
consumo de energía eléctrica satisfecho a Unión Fenosa.
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Son partes en dicho recurso: como recurrente la Entidad Urbanística de Conervación Eurovillas,
representada por el procurador don Jorge Laguna Alonso y dirigida por el Letrado don Lucio Rivas Clemot.

Como demandado: el Ayuntamiento de Nuevo Baztán, representado por el procurador don Antonio
María Alvarez-Buylla Ballesteros y dirigido por letrado.

Ha sido ponente el magistrado don José Félix Martín Corredera, quien expresa el parecer de la Sala.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Admitido el recurso y previos los oportunos trámites procedimentales, se confirió traslado
a la parte actora para que, en el término de veinte días formalizara la demanda, lo que llevó a efecto
mediante el pertinente escrito en el que, tras exponer los hechos y fundamentos de derecho que estimó
oportunos, terminó solicitando que se dictara sentencia estimatoria del recurso anulando los actos
impugnados en el presente recurso.

SEGUNDO.- Formalizada la demanda se dio traslado de la misma a la parte demandada para que la
contestara en el plazo de veinte días, dándose por decaído en el derecho de contestar a la demanda por no
haber presentado en plazo el correspondiente escrito.

TERCERO.- Mediante Auto se acordó el recibimiento del recurso a prueba, llevándose a la practica
las pruebas propuestas por las partes declaradas pertinentes, y no estimándose necesaria la celebración de
vista pública se confirió traslado a las partes por término de quince días para la formulación de conclusiones
y, tras la presentación de los oportunos escritos, se señaló para votación y fallo el día 17 de noviembre de
2005, fecha en que tuvo lugar.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Es objeto de este recurso contencioso administrativo la desestimación presunta por el
Ayuntamiento Nuevo Baztán de la solicitud formulada por la entidad urbanística de conservación Eurovillas,
en fecha 14 de diciembre de 1.998, por la que reclamaba al Ayuntamiento el pago de la cantidad de
21.794.143 pesetas en concepto de pago de consumo de energía eléctrica satisfecho a Unión FENOSA.

En el suplico de la demanda se interesa el dictado de una sentencia por la que se declare la
obligación del Ayuntamiento de abonar la cantidad de 21.794.143 pesetas correspondientes al consumo de
energía eléctrica del alumbrado público de la Urbanización Eurovillas, satisfecho por la recurrente a Unión
Eléctrica Fenosa, sin perjuicio de la modificación de esa cantidad en función de los abonos que se vea
obligado a satisfacer; subsidiariamente se interesa que se declare que la administración demandada tiene
obligación de satisfacer la parte proporcional que le corresponda en su condición de titular de parcelas
dentro de la urbanización y se condene a la administración demandada a abonar las cantidades satisfechas
a Unión Eléctrica Fenosa por su condición de titular de parcelas dentro de la urbanización, y que, según se
expresa en el suplico, se señalarán en el oportuno período probatorio.

La Administración local demandada solicita la desestimación del recurso.

SEGUNDO.- La tesis central de la demanda es que el pago del alumbrado público de la urbanización
sobre la que se proyecta la entidad de conservación es de cargo del ayuntamiento. En una suerte de
paréntesis ha de notarse que la pretensión subsidiaria deducida en la demanda, esto es, que se declare que
la administración demandada tiene obligación de satisfacer la parte proporcional que le corresponda en su
condición de titular de parcelas dentro de la urbanización, que se señalarían en el oportuno período
probatorio, ha quedado omitida en orden a su concreción, tanto en la solicitud de prueba como en el escrito
de conclusiones de la actora. Para reforzar su tesis, alega la demandante que el alumbrado público es un
servicio municipal obligatorio y que se ha producido la cesión de los viarios al Ayuntamiento, por lo que
habrían adquirido el carácter de bienes de dominio público.

En el escrito de conclusiones, la representación del ayuntamiento recusa la admisibilidad del recurso,
al entender que se trata de un supuesto de inactividad de la administración, por lo que el recurso debería
haber sido interpuesto en el plazo de dos meses desde que transcurrieron tres desde que se formuló
reclamación a la administración.

La excepción no puede ser acogida: primero porque es extemporánea (en el escrito de conclusiones
no pueden invocarse por primera vez) y segundo, porque se incurre por el ayuntamiento en el error de
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asimilar la inactividad de la administración con el silencio administrativo, instituciones completamente
distintas. Y en el caso presente estamos ante un supuesto de acto desestimatorio presunto, no ante un
supuesto de inactividad.

Entrando en el examen de fondo, es verdad que la prestación como servicio obligatorio de los
municipios de alumbrado público y alcantarillado, viene contenido en la legislación de régimen local (vid.
artículo 26 de la Ley de Bases de la Administración Local y artículos 101.2. a) y 102.c) del Texto Refundido
de la Ley de Régimen Local ). Pero esta afirmación general puede estar matizada en los casos de planes y
proyectos de urbanización de iniciativa privada: la Administración puede condicionar el establecimiento del
núcleo de población a que por los promotores y propietarios se atienda a estos servicios sin perjuicio de la
titularidad municipal. Ello se explica, sencillamente, para que no se grave a la Administración con la
obligación de atender unos costes de conservación y mantenimiento, de núcleos residenciales, desgajados
del que podríamos denominar asentamiento tradicional. A través del planeamiento puede establecerse que
los gastos de conservación sean imputables a los particulares interesados para lo cual han de constituirse
en entidad urbanística de conservación. Así el art. 53.d) del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976
dispone que en los planes y proyectos redactados por particulares deberán contener los compromisos que
se hubieren de contraer entre el urbanizador y el Ayuntamiento y entre aquel y los futuros propietarios de
solares, que en este caso venían determinados en el Plan Parcial cuyas previsiones condicionaron la
urbanización.

Por su parte, aunque el artículo 67 del Reglamento de Gestión prevé la obligación, a cargo de la
Administración, de la Conservación de las obras de urbanización, y el mantenimiento de las dotaciones e
instalaciones de los servicios públicos, una vez efectuada la cesión de aquellos, de manera que la cesión
constituye el hecho determinante a partir del cual las obras son de cargo de la Administración, esto resulta
matizado por el artículo 68, del que resulta que esa obligación de conservación no surge para la
Administración, cuando son los propietarios los obligados a la conservación. Y ello es refrendado por el
articulo 69.1 del propio Reglamento de Gestión , según el cual la participación de los propietarios en la
obligación de conservación y mantenimiento de las obras de urbanización, dotaciones e instalaciones de los
servicios públicos, cuando no esté a cargo de la Administración actuante, se determinará en función de la
participación que tuviesen fijada en la Junta de Compensación, en el proyecto de reparcelación o, en su
caso, en la que se hubiere fijado en la Entidad de conservación.

El Tribunal Supremo ha tenido ocasión de abordar supuestos similares al que nos ocupa, siendo de
notar la sentencia de 3 de abril de 1990 que recuerda la anterior doctrina. En los particulares que aquí
interesan, declara la sentencia que en reiterada jurisprudencia de esta Sala, sentencias de 22 de octubre de
1975, 12 de abril de 1985, 14 de marzo de 1989, y 13 de marzo de 1990 , entre otras, la conservación de
las obras de urbanización y el mantenimiento de las dotaciones e instalaciones de los servicios públicos
serán de cargo de los propietarios de los polígonos o unidad de actuación cuando así lo imponga el Plan de
Ordenación a cuyo amparo se haya procedido a la urbanización por iniciativa privada de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 52 de la Ley del Suelo , sin que se pueda distinguir entre los gastos que ocasione la
conservación de las obras e instalaciones de los servicios públicos y los que deriven de la prestación de
esos servicios, cuando, como en este supuesto, en el Plan Parcial de Hacienda Dos Mares se previó que la
conservación y mantenimiento irían a cargo de los propietarios, así como en los Estatutos de la entidad,
artículo 5.º, se estableció su obligación de contribuir con arreglo a su cuota de participación en los gastos de
conservación y mantenimiento, ya que en el mantenimiento se incluye lo que se refiere a la conservación de
las instalaciones como el coste de su funcionamiento según la interpretación gramatical que procede dar a
este término, que implica mantener y proseguir una cosa en su estado y por consiguiente su
funcionamiento; sentido propio de la palabra que debe determinar la interpretación del meritado artículo 68
en relación con el 67 del Reglamento de Gestión Urbanística según el artículo 3.º del Código Civil , toda vez
que dada la naturaleza jurídico-urbanística de los planes y proyectos de urbanización de iniciativa privada
exige que la incidencia de los mismos en la Administración no originen una imposibilidad de atender por
esta los costes de su conservación y mantenimiento, o perturbe- la acción administrativa y su financiación,
por lo que al asumir aquella la obligación de sufragar sus costos no puede ser objeto de una interpretación
que, contrariando lo previsto en el planteamiento, trasladaría esa carga a la Administración que no fue
contemplada por ésta, sino que en función precisamente de la misma se convino en que sería imputable a
los particulares interesados; condicionando la aprobacion de la urbanización al cumplimiento de las
obligaciones establecidas en el planeamiento.

Resta por añadir, en contra de lo alegado por la recurrente, que no se ha producido la recepción de la
urbanización por el Ayuntamiento, noción ésta distinta a la de la cesión al demanio de los terrenos
destinados al uso público, no constando que se haya producido la cesión de las obras de urbanización e
instalaciones a que se refiere el art. 180 del Reglamento de Gestión , lo que tiene lugar mediante la
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formalización de la correspondiente acta que suscribirán la Administración actuante y la Junta de
Compensación.

Así pues, cuanto se lleva razonando conduce a la desestimación del recurso.

TERCERO.- No se aprecian circunstancias que justifiquen la imposición de costas a ninguna de las
partes ( art. 139 de la Ley 29/98, de la Jurisdicción Contencioso Administrativa ).

En atención a lo expuesto,

FALLAMOS

Desestimar el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la Entidad Urbanística de
Conervación Eurovillas, contra la desestimación presunta por el Ayuntamiento Nuevo Baztán de la solicitud
formulada por la entidad urbanística de conservación Eurovillas, en fecha 14 de diciembre de 1.998, por la
que reclamaba al Ayuntamiento el pago de la cantidad de 21.794.143 pesetas en concepto de pago de
consumo de energía eléctrica satisfecho a Unión FENOSA, sin hacer expresa imposición de costas.

Esta sentencia es FIRME y NO cabe contra ella RECURSO ordinario alguno. Conforme dispone el
art. 104. de la LJCA , en el plazo de diez días, remítase oficio a la Administración demandada, al que se
acompañará el expediente administrativo así como el testimonio de esta sentencia, y en el que se hará
saber que, en el plazo de 10 días, deberá acusar recibo de dicha documentación; recibido éste, archívense
las actuaciones.

Así, por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos y firmamos.

PUBLICACION.- Leída y publicada ha sido la anterior sentencia por el Iltmo. Sr.Magistrado Ponente,
celebrando audiencia pública el día

Doy fe.
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